2007-00251-01


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, diecinueve de febrero de dos mil nueve

Acta número 0010 del 19 de febrero de 2009

Resuelve la Sala la apelación del auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, fechado el 13 de noviembre de 2008, por medio del cual declaró no probada la excepción de pago propuesta dentro del proceso ejecutivo iniciado por Julián Penagos Martínez contra la sociedad Bavaria S.A.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde al siguiente,




AUTO:


ANTECEDENTES

Por medio de escrito visible a folio 530 del expediente, solicita el actor, por medio de vocero judicial, se libre mandamiento de pago con base en sentencia proferida, dentro de proceso ordinario laboral, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 3 de diciembre de 2004, confirmada por esta Sala de Decisión el 28 de febrero de 2005 y no casada por la Corte Suprema de Justicia; el Juzgado, por auto de 3 de agosto de 2007, fl. 543, libró mandamiento de pago en contra de la sociedad demandada, teniendo en cuenta que ésta ya había pagado parcialmente las costas de primera instancia; el apoderado del demandante interpuso recurso de reposición al considerar que se habían excluido algunos rubros en dicho mandamiento, fl. 555, a lo cual se accedió mediante auto del 12 de octubre de 2007, agregando los valores que se echaban de menos y descontando las suma de $94.921.628, abonados previamente por la sociedad ejecutada. 

En tiempo oportuno, propuso Bavaria S.A. la excepción de PAGO, manifestando que el señor Penagos fue reintegrado el 6 de octubre de 2006; que el 31 de octubre del mismo año se consignó en el Banco Agrario la suma de $94.921.628, correspondientes al valor de la condena impuesta, el 29 de noviembre de 2006 se efectuaron las cotizaciones al Fondo de Pensiones y Cesantías BBVA Horizonte y el 22 de marzo de 2007 se consignaron $18.984.325 en el Banco Agrario por concepto de costas, de acuerdo a la liquidación de la condena efectuada por la empresa, razones por las cuales cree que se ha cumplido lo ordenado en la sentencia; como razones de su defensa expuso, entre otras cosas, que al liquidar las costas en el proceso ordinario no tuvo en cuenta la juez los argumentos de la empresa al ser estas objetadas, negando lo pedido por no haberse solicitado el dictamen de un perito, lo cual pudo haber sido ordenado por la a quo de oficio; manifiesta que la liquidación de la condena del juzgado difiere notoriamente de la realizada por la empresa, la cual en estos casos tiene como posición que las prestaciones extralegales van ligadas a la prestación del servicio; afirma que no hay lugar al pago de intereses a las cesantías y el retroactivo de estas, toda vez que al terminar el contrato fueron pagados dichos rubros; en cuanto a las cesantías afirma que no se explica porque se liquidaron dos veces, por otra parte afirma que no hay lugar a los incrementos salariales convencionales, pues el demandante no era sindicalizado, aunque se le aplicaban los beneficios de la convención colectiva, pero solo hasta cuando el sindicato “Sinaltrabavaria” fue mayoritario, o sea, hasta el mes de agosto de 2002, firmándose entonces un pacto colectivo al cual no se acogió el demandante; manifiesta que los incrementos aplicados a los salarios pendientes de pago están errados, toda vez que por el monto de su remuneración, no es posible aplicar los incrementos legales; por último en cuanto a las primas legal de servicios, convencional de vacaciones, convencional de servicios, convencional de diciembre, semana santa y de antigüedad, conforme a la convención colectiva de trabajo se causan por la prestación real y efectiva del servicio. Solicita se declare probada la excepción propuesta y se revoque totalmente el mandamiento de pago, dando por terminado el proceso, con la correspondiente condena en costas a cargo del ejecutante.
Por providencia del 13 de noviembre de 2008, fl. 592 a 600, el juzgado dispuso declarar no probada la excepción de Pago, ordenando continuar con la ejecución. Para ello, manifestó que la empresa ejecutada ha presentado la excepción, argumentando que ya canceló los salarios que le ordena la sentencia y que no puede reconocer prestaciones sociales que estén ligadas a la prestación del servicio; si bien es cierto que la ejecutada canceló al ejecutante salarios dejados de percibir desde el momento de la desvinculación hasta la fecha de reintegro efectivo al trabajo, también lo es que pagó sin tener en cuenta la decisión en su integridad, impartida en las sentencias de primera y segunda instancia, así como el fallo de casación. Consideró que el Despacho no podía entrar a debatir en el proceso ejecutivo las razones ya esbozadas en las sentencias enunciadas, sin que se puedan desconocer las consecuencias económicas en materia salarial y prestacional del reintegro que se ha dado, no por  la voluntad libre de la empresa, sino por orden judicial que la impuso en unas condiciones determinadas, tratándose de decisiones debidamente ejecutoriadas, con fuerza de cosa juzgada. Manifestó la a quo, que teniendo en cuenta que la sentencia dentro del proceso ordinario ordenó el reintegro de Penagos Martínez desde el momento del despido, debiéndosele cancelar los salarios con sus respectivos incrementos convencionales, así como las prestaciones sociales causadas desde el momento del despido, se debe tener en cuenta que lo pagado hasta ahora por Bavaria S.A. es un cumplimiento parcial de la orden judicial, sin que sea menester que el trabajador demuestre la prestación del servicio, la cual obviamente no ocurrió, para tener derecho al pago de salarios y prestaciones.
Por escrito, la apoderada judicial de la ejecutada, interpuso recurso de apelación contra lo decidido, fl. 601, trayendo como argumentos exactamente los mismo en los que fundamentó su excepción de Pago, los cuales, curiosamente, son exactamente los mismo que esgrimió en su fallida objeción respecto a las costas de primera instancia, fls. 468 a 469; agrega que si la juzgadora de primera instancia no confiaba en la liquidación realizada por la ejecutada, no debió aceptar ciegamente la realizada por el apoderado por el actor, pues debió acudir a un auxiliar de la justicia, nombrándolo de oficio.
Se concedió el recurso de apelación y se ordenó la remisión a esta Sede, donde se cumplió la ritualidad prevista en el artículo 42 de la Ley 712 de 2001, dando traslado común de rigor a las partes durante el cual guardaron silencio.

Sin que se advierta causal alguna de nulidad que obligue a retrotraer lo actuado, se procede a resolver la alzada previas las siguientes,



CONSIDERACIONES DE LA SALA
Es procedente el recurso concedido conforme lo dispone el numeral 9º del artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

El trámite de las excepciones en materia ejecutiva laboral, aunque no está regulado por el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, supone por lo menos dos eventos, el primero, la aplicación analógica del artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, que limita el medio defensivo a la presentación de las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, pero sólo cuando se basen sobre hechos posteriores a la ejecutoria de la sentencia judicial que sirve de título ejecutivo y, la segunda, cuando se trata del cobro por dicha vía judicial de títulos que no consten en una providencia judicial. Por vía jurisprudencial la Corte Suprema de Justicia, en Sala Plena del 29 de marzo de 1990, declaró contrario a la constitución el artículo 107 del Código Procesal del Trabajo de entonces, que establecía la imposibilidad de presentar incidentes o excepciones dentro del proceso ejecutivo, pues sería vulnerar los principios del debido proceso y de igualdad de las partes, ya que no se daría oportunidad a la ejecutada de defenderse restándole eficacia o validez al título con el que está siendo ejecutado.

Conforme a lo anterior es evidente que jurisprudencialmente se ha aceptado que dentro del proceso ejecutivo se puedan alegar todas las excepciones previas o de mérito que admita el procedimiento civil, aclarando, eso sí, que cuando se trata de ejecutivos basados en una sentencia de condena sólo podrán alegarse las excepciones dispuestas en el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil.
Así las cosas corresponde a la Sala la resolución del recurso respecto del auto que declaró no probada la excepción de Pago.

El artículo 1626 del Código Civil indica:

“Artículo 1626. El pago efectivo es la prestación de lo que se debe.”
En otras palabras, paga el que cumple la prestación debida, es decir, el que da la cosa debida, ejecuta el hecho objeto de prestación o se abstiene de ejecutar un hecho.

La excepción de Pago, propuesta dentro de un proceso de ejecución, debe consistir en probar precisamente eso, el pago de la obligación que se reclama.

En el presente caso, la entidad demandada realizó dos consignaciones, la primera, por $94.921.628, fl. 480, por concepto del valor al que cree asciende la condena, conforme a liquidación efectuada por la misma sociedad. Por otra parte, consigna la suma de $18.984.325, fl. 541, por concepto de costas de primera instancia.
Los anteriores valores fueron tenidos en cuenta como pago parcial al momento de librar la a quo el mandamiento de pago, fls. 543 a 553 y fls. 557 a 560, el cual se profirió al considerar la funcionaria que no se había satisfecho la obligación completamente.

Merece especial atención lo referente al pago de las costas, las cuales fueron fijadas y liquidadas por valor de $45.000.000, fls. 465 y 466, siendo objetadas por Bavaria S.A., fl. 468, sin éxito, razón por la cual presentó recurso de apelación, el cual, al ser concedido en el efecto devolutivo, fl. 493, y al no haberse suministrado oportunamente las expensas necesarias para la expedición de las respectivas copias fue declarado desierto, fl. 511, razón por la cual, respecto a dicho ítem, no le asiste motivo alguno a Bavaria S.A. para rebelarse contra la decisión judicial, toda vez que la liquidación de costas quedó en firme, los recursos legales utilizados ya fueron resueltos y no puede, de buenas a primeras, ante la no prosperidad de su defensa, venir a argumentar que paga lo que cree que debe, haciendo caso omiso a lo ordenado en primera instancia respecto al pago de las costas procesales.

Ahora bien, analizando los fundamentos en que se basó la excepción de Pago propuesta por la ejecutada, encuentra esta Sala que son completamente idénticos a los expuestos por la misma parte al momento de objetar las costas de primera instancia, de donde se deduce que lo pretendido por la apoderada, sino es revivir aquel conflicto, al menos demostrar el Pago sin realmente hacerlo, enderezando su ataque en contra de la liquidación realizada por la a quo al momento de librar el mandamiento de pago, para lo cual bien pudo haber interpuesto el recurso de reposición en contra de dicho mandamiento y no una excepción con escasos argumentos, amén que si consideraba que el actor no tenía derecho a ciertas prestaciones, incrementos o salarios, no es este el momento para esgrimir las razones para ello, debiendo haberlo hecho en el trámite del proceso ordinario laboral.

No obstante lo anterior, en aras de respetar el derecho de defensa de la ejecutada, se analizaran sus motivos de disenso.

Intereses a las cesantías. Manifiesta que no procede su pago, toda vez que cuando terminó el vínculo laboral se pagaron las cesantías.

Pues bien, a folio 157, milita fotocopia de la Liquidación de Contrato de Trabajo, en ella se aprecia que se liquidan dichos intereses a la fecha de la terminación del contrato, esto es, julio 12 de 2001; mientras tanto, a folio 547, se observa que el despacho realizó la liquidación a partir del día 13 de julio de 2001, por lo tanto no asiste razón a la ejecutada en este aspecto.
Retroactivo de cesantías y cesantías. Afirma que no hay lugar al mismo porque al momento de la terminación del contrato le habían sido pagadas al actor, agregando que no entiende porque se liquida, de una parte retroactivo de cesantías y de otra el concepto de cesantías otra vez.

Revisado en su totalidad el mandamiento de pago y el auto por medio del cual se adicionó, no se encuentra que se haya emitido orden de pago respecto de cualquiera de dichos rubros, solo se evidencia en el punto 15, folio 547, que no se libra mandamiento de pago por cesantías, puesto que las mismas son retroactivas. De nuevo, erra la apelante. 

Incremento salarial. Sostiene la apelante, que no hay lugar a el, toda vez que al demandante, a pesar de no ser sindicalizado, se le aplicaba la convención colectiva de trabajo, pero solo hasta que el sindicato “Sinaltrabavaria” fue mayoritario, esto es, hasta el mes de agosto de 2002, cuando dejó de agrupar a más de la tercera parte de trabajadores afiliados, firmándose un pacto colectivo cuyos beneficios son individuales y el actor no se acogió al mismo.

Respecto a este punto, ello debió ser argumentado dentro del proceso ordinario que originó la presente ejecución, lo cual no se hizo, no obstante lo anterior, revisado en su totalidad el expediente, no se observa prueba alguna respecto a las afirmaciones de la togada, por lo tanto dichos argumentos no serán tenidos en cuenta.

Sueldos reintegro. Afirma que la liquidación realizada por el Despacho de primera instancia está errada, pues se debe tener en cuenta que el ultimo incremento aplicó desde el 1° de enero de 2002 hasta la fecha actual, agregando que conforme a la ley y a la jurisprudencia, solo los salarios mínimos obtienen incrementos que por decreto efectúa el Gobierno Nacional.

En lo referente a este ítem, tenemos que los incrementos aplicados por la a quo no son de orden legal, se trata de los incrementos pactados en la convención colectiva de trabajo, la cual, tal como se afirmó anteriormente, para lo que al proceso interesa, se encuentra vigente, toda vez que no se aportó al plenario prueba en contrario, además la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia ordena el pago de los referidos incrementos convencionales, fl. 318.

Por último, respecto a las primas legales de servicios, convencional de vacaciones, convencional de servicios, de diciembre, semana santa y de antigüedad, sostiene que se trata de prestaciones extralegales que, como se estableció en la convención colectiva de trabajo, se causan por la prestación real y efectiva del servicio.

Aquí olvida la quejosa que la sentencia que se ejecuta es muy clara al ordenar en el numeral 3° de su parte resolutiva, fl. 318, que el reintegro del actor se hace sin solución de continuidad, lo cual quiere decir, ni más ni menos, que se entiende que el actor nunca dejó de prestar sus servicios a la demandada, amén que en el mismo numeral se ordena la cancelación de los salarios dejados de percibir desde el momento en que se hizo efectivo el despido, con los respectivos incrementos convencionales. 

Y es que parece ser que la ejecutada quiere cumplir con la condena que le fue impuesta como a bien tenga, desea pagar el valor que ella estima corresponde por costas, sin tener en cuenta que las mismas ya fueron liquidadas y las objeciones y recursos interpuestos en contra de tal liquidación ya fueron resueltos; no puede pretender la demandada revivir el proceso ordinario que ya perdió, ni entrar a rebatir puntos que ya fueron dilucidados en primera instancia o que simplemente no fueron alegados o demostrados en ella.

Tampoco se podría declarar un pago parcial respecto de la condena y las costas de primera instancia, toda vez que al momento de librar el mandamiento de pago, la funcionaria de primera instancia realizó el descuento de los valores que la demandada ya había consignado en la cuenta de depósitos judiciales.

Por último, conviene recordar que, de acuerdo a lo establecido en el numeral 2° del artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, al alegar la excepción de pago, entre otras autorizadas por dicho canon, ella se debe basar en hechos posteriores a la respectiva providencia, los cuales brillan en este caso por su ausencia. Por lo anterior, menester es de esta Colegiatura, impartir aprobación a la decisión de primera instancia, confirmándola. 

Costas en esta instancia no se causaron.

Conforme a lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, CONFIRMA el auto que por apelación ha conocido, por las razones aquí expuestas. 

Costas en esta instancia no se causan.



Notifíquese y Cúmplase 



Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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